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Resumen

En el presente artículo se identifica como problema 
determinar si las legislaciones penales en materia del 
delito de trata de personas responden a los nuevos re-
tos respecto referido delito y a la aplicación del enfo-
que de derechos humanos en aquellas. En este sentido, 
aplicando el método de investigación comparativo y 
un enfoque cualitativo se analiza en primer lugar la 
problemática actual existente en torno al delito de 
trata de personas. Posteriormente se analizan las le-
gislaciones de algunos países latinoamericanos y la de 
España que tipifican el referido tipo penal a efectos de 
determinar si responden a los estándares vigentes para 
la elaboración de estrategias en materia de lucha con-
tra la trata de personas o si necesitan ser reevaluadas 
considerando los retos actuales respecto al delito de 
trata de personas.
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In this article, it is identified as a problem to determine 
if the criminal legislation on the crime of trafficking in 
persons responds to the new challenges regarding said cri-
me and to the application of the human rights approach 
within them. In this sense, applying the comparative re-
search method and a qualitative approach, the current 
problems surrounding the crime of trafficking in persons 
are firstly analyzed. Subsequently, the laws of Latin 
American countries and that of Spain that typify the 
aforementioned criminal offense are analyzed in order 
to determine if they respond to the current standards for 
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1. 	 Introducción

La trata de personas es concep-
tualizada por el Protocolo de Palermo 
como

la captación, el transporte, el traslado, la 
acogida o la recepción de personas, recu-
rriendo a la amenaza o al uso de la fuer-
za u otras formas de coacción, al rapto, 
al fraude, al engaño, al abuso de poder o 
de una situación de vulnerabilidad o a la 
concesión o recepción de pagos o bene-
ficios para obtener el consentimiento de 
una persona que tenga autoridad sobre 
otra, con fines de explotación.1

Ahora bien, dentro de las conductas 
incluidas como formas en que se puede co-
meter el delito de trata de personas, el ci-
tado instrumento enumera «la explotación 
de la prostitución ajena, así como otras for-
mas de explotación sexual, además de los 
trabajos o servicios forzados, la esclavitud 
o las prácticas análogas a dicha conducta, 
la servidumbre o la extracción de órganos».

1	 Asamblea General de la Naciones Unidas. Pro-
tocolo para prevenir, reprimir y sancionar la tra-
ta de personas, especialmente mujeres y niños, 
que complementa la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional. Palermo, 1998.

the elaboration of strategies in the fight against 
trafficking in persons or if they need to be 
re-evaluated considering the current challenges 
regarding the crime of human trafficking.

human trafficking / human rights violation / 
victims / comparison

Keywords:

La necesidad e importancia del análisis 
en torno a este ilícito es su constante re-
crudecimiento. Y es que, de acuerdo con 
la Oficina de las Naciones Unidas contra 
la Droga y el Delito, el delito sub examine 
es el tercer negocio delictivo más «renta-
ble», por debajo solo del tráfico de armas 
y del narcotráfico, además de constituir un 
delito que afecta prácticamente a todos los 
países del mundo, en tanto que las dimen-
siones en que se presenta pueden ser tanto 
nacionales como transnacionales. Adicio-
nalmente, cabe señalar que este delito se 
está redefiniendo a partir de factores como 
la globalización, las tecnologías más recien-
tes, el capitalismo, entre otros factores2.

El Reporte Global sobre Trata de Per-
sonas  emitido en 2020 por la Oficina de 
las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito (UNODC, por su sigla en inglés) 
ha puesto de relieve las nuevas modalida-
des y los aspectos más recientes que rodean 
a este delito, además de describir y analizar 
de manera detallada la situación particular 
en cada país. En particular, el reporte evi-
denció que la trata de personas afecta de 
manera sistemática a mujeres y niñas, que 
representan el 65 % de las víctimas en todo 
el mundo. Sin perjuicio de ello, y compa-
rando con el reporte del año anterior, se ha 
incrementado la cantidad de los hombres y 
niños víctimas del delito, que constituyen 
el 35 % de las víctimas identificadas3.

2	 Aceves, Andrea, «La conmemoración del día 
mundial contra la trata de personas», 1 de enero 
del 2023. https://mundosur.org/la-conmemora-
cion-de-el-dia-mundial-contra-la-trata-de-perso-
nas/.

3	 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito (UNODC). Informe Mundial sobre la 
Trata de Personas 2020. Nueva York, 2020.
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En suma, el delito en cuestión es un 
crimen organizado trasnacional, que debe 
ser combatido a través de la cooperación 
entre los países a efectos de prevenir, san-
cionar y perseguir su comisión, así como 
para hacer llegar la ayuda necesaria a las 
víctimas. Este último aspecto resulta su-
mamente relevante, en el sentido de que la 
trata de personas implica per se una grave 
violación de los derechos humanos y, en 
consecuencia, trae consigo una amenaza 
para la seguridad nacional, además de ir en 
desmedro tanto del desarrollo sostenible 
como del propio Estado de derecho.

Así las cosas, resulta necesario que las 
legislaciones referidas a la creación del tipo 
penal de trata de personas respondan a los 
nuevos contextos en los que este se lleva a 
cabo. Entendemos, en esa línea, que es in-
dispensable la aplicación del enfoque de de-
rechos humanos en el marco de la referida 
tipificación, puesto que la trata de personas, 
además de ser una conducta tipificada pe-
nalmente, constituye una grave violación a 
los derechos humanos de las víctimas. En el 
presente artículo se pretende analizar dichas 
legislaciones aplicando el método compa-
rativo y desde un enfoque cuantitativo, a 
efectos de determinar si aquella normativa 
responde a los estándares vigentes, para ela-
borar así estrategias relativas a la lucha con-
tra la trata de personas, o si demandan ser 
reevaluadas considerando los retos actuales 
que viene planteando este ilícito.

2. 	 Problemática actual en torno 
a la trata de personas y la re-
levancia de los derechos hu-
manos

La UNODC, en el Reporte Global so-
bre Trata de Personas 2020, ha identificado 

los sectores en que se con presenta mayor 
incidencia el trabajo forzado son los relati-
vos al trabajo doméstico y la construcción. 
Otros sectores exhiben una alta inciden-
cia del delito de trata de personas son la 
agricultura, la minería, la textilería y los 
trabajos informales. Asimismo, el Reporte 
Global pone de relieve que la crisis econó-
mica acaecida en un contexto de pandemia 
ha agravado considerablemente el riesgo 
de que ocurra el delito de trata de perso-
nas, al haberse incrementado los índices de 
desempleo y el consiguiente aumento de 
poblaciones en situación de vulnerabilidad 
económica4.

Puesto que, como consecuencia de lo 
expuesto, la comisión del delito de trata de 
personas se ha venido agudizando en todo 
el mundo, es necesario someter a serio aná-
lisis las legislaciones y medidas que los Es-
tados han implementado para hacer frente 
a esta conducta antisocial, al existir nuevos 
factores que facilitan y crean escenarios in-
éditos en el marco de la comisión del de-
lito, tales como la internet, las plataformas 
digitales y la globalización.

La protección de derechos humanos 
de las víctimas debe ser el eje central de 
las medidas a aplicarse en el marco de esa 
lucha. Para esos efectos, la Agencia de la 
ONU para los Refugiados (ACNUR) ha 
subrayado la necesidad de un enfoque 
transversal que tome en cuenta a múlti-
ples organismos que, desde sus respectivas 
competencias, puedan aportar a la lucha 
contra la trata de personas y que, a su vez, 
facilite una coordinación constante entre 
los organismos gubernamentales compe-
tentes, así como con las organizaciones 

4	 Ibidem.

Bianca Alexandra Zuñiga Siguas

 58-75



Área  • Revista

61N.° 4 • Febrero 2023 • pp. 

internacionales y nacionales. Asimismo, la 
ACNUR exige una serie de actividades que 
no se agotan en la justicia penal, sino que 
abarcan el desarrollo de políticas públicas 
reintegradoras en favor de las víctimas5.

En esa línea, y siempre en el marco del 
combate a la trata de personas mediante 
un enfoque de derechos humanos, la Ofi-
cina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas (UNHCR por su sigla en inglés), 
a través del Folleto Informativo 366, ha 
precisado que, en el diseño de políticas y 
programas de desarrollo, los Estados deben 
manejar como objetivo principal promo-
ver y proteger los derechos humanos de 
las víctimas de este delito. Así, puede con-
cluirse —sin temor a equívoco— que la 
lucha contra la trata de personas mediante 
un enfoque basado en los derechos huma-
nos es indispensable.

Para ese efecto, se nos plantea una serie 
de requisitos y condiciones. En primer lu-
gar, se debe individualizar a quienes están 
inmersos en esta situación (para el caso del 
delito sub examine, vendrían a ser las vícti-
mas de trata, las personas en riesgo de ser 
víctimas, así como las personas a las que 
se imputa o se han recibido condena por 
delitos relacionados con la trata) y las posi-
ciones jurídicas a las que deberían acceder. 
En segundo lugar, se necesario identificar 
a los titulares de deberes para la adecuada 
protección de los derechos humanos (ge-

5	 United Nations High Commissioner for Refu-
gees. Trata de personas. 10 de diciembre de 2022. 
https://www.acnur.org/trata-y-trafico-de-perso-
nas.html.

6	 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas. Folleto Informativo 36: «Los derechos 
humanos y la trata de personas». (Nueva York y 
Ginebra, 2014).

neralmente, los Estados) y las obligaciones 
que deben asumir. La identificación de los 
titulares de derechos y de los titulares de 
deberes tiene como finalidad que los pri-
meros incrementen su facilidad para ha-
cer valer sus derechos y que los segundos 
acrecienten su capacidad para cumplir sus 
obligaciones.

Finalmente, en el citado documento 
se hace referencia a principios y normas 
fundamentales establecidos en los tratados 
internacionales, entre ellos la universalidad 
de todos los derechos, el imperio de la ley, 
y la igualdad y la no discriminación, entre 
otros que deberían guiar la forma en que 
los Estados responden frente al delito de 
trata de personas en todas las etapas del iter 
criminis.

Es claro, entonces, que resulta exigi-
ble a los Estados que, cuando establezcan 
medidas y acciones concretas para preve-
nir, investigar y sancionar la trata de per-
sonas, apliquen el enfoque de derechos 
humanos, puesto que dicho delito viola 
no uno sino múltiples derechos humanos 
y fundamentales. Así lo ha precisado el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
en la sentencia recaída en el caso Rant-
sev c. Chipre y Rusia7, el delito de tra-
ta de personas vulnera tanto las liberta-
des fundamentales de sus víctimas como 
su dignidad humana, a la vez que afecta 
completamente las nociones de una so-
ciedad basada en la democracia, así como 
los valores consagrados en diversos ins-
trumentos internacionales como el Con-
venio Europeo de Derechos Humanos, el 

7	 Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Caso 
Rantsev c. Chipre y Rusia (25965/04). Estras-
burgo, 2010.

CONSTITUCIONAL

 58-75



Revista

62 N.° 4 • Febrero 2023 • pp. 

Protocolo de Palermo y el Convenio sobre 
La lucha contra la Trata de Personas.

En suma, al suponer la trata de perso-
nas una evidente degradación en perjui-
cio de la dignidad humana, es imperativo 
analizar críticamente las acciones aplicadas 
por los Estados para hacer frente a esta se-
ria problemática que continúa afectando a 
miles de personas en todo el mundo.

3. 	 Análisis comparativo de las 
legislaciones contra la trata 
de personas en Latinoamérica 
y España

3.1. 	 Colombia

3.1.1.	 Código Penal

El Código Penal colombiano tipifica 
el delito en sus artículos 188-A8 y 188–B9. 
La pena impuesta al ilícito es de prisión no 
menor de 13 ni mayor de 23 años, más una 
multa de 800 a 1500 remuneraciones mí-
nimas mensuales.

Respecto a las conductas que configu-
ran trata de personas, se hace referencia a 
«la explotación de la prostitución ajena u 
otras formas de explotación sexual, los tra-
bajos o servicios forzados, la esclavitud o 
las prácticas análogas a la esclavitud, la ser-
vidumbre, la explotación de la mendicidad 
ajena, el matrimonio servil, la extracción 
de órganos, el turismo sexual u otras for-
mas de explotación».

8	 Congreso de Colombia. Ley 599, Código Penal 
Colombiano (2000). Artículo 188-A. Trata de 
personas. https://perso.unifr.ch/derechopenal/
assets/files/legislacion/l_20130808_01.pdf.

9	 Ibidem. Artículo 188-B. Circunstancias de agra-
vación punitiva.

Es importante señalar que la regulación 
penal colombiana establece también que el 
consentimiento que la víctima del delito 
pueda eventualmente otorgar o expresar 
respecto a cualquier forma de explotación 
no exonera al culpable de la responsabili-
dad penal.

En cuanto a las circunstancias agra-
vantes, se hace referencia a la condición 
de incapacidad que pueda tener la víctima, 
además de que se pueda infligir un daño 
permanente en la salud física o psíquica 
de la víctima, así como a la relación de pa-
rentesco entre el culpable y la víctima, y la 
condición de servidor público que pueda 
ostentar el agente.

De modo general, debe señalarse que 
las conductas que se consideran como fi-
nalidad del delito de trata de personas con-
templan de manera concreta determinados 
supuestos. Sin embargo, con la noción de 
«otras formas de explotación», pueden 
sancionarse penalmente aquellas conduc-
tas que no se encuentren tipificadas de ma-
nera específica, evitando así que estas que-
den en la impunidad o sean subsumidas en 
delitos menos graves.

3.1.2.	Ley 98510

Mediante la Ley 985 del año 2005 se 
modifica la tipificación del delito de trata 
de personas, en el sentido de que el ilícito 
se concreta cuando el agente capta, trasla-
da, acoge o recibe a una persona (ya sea 
dentro del territorio nacional o para des-
plazarla a otro país) con la finalidad de ex-

10	 Congreso de Colombia. Ley 985 de 2005, por 
medio de la cual se adoptan medidas contra la 
trata de personas y normas para la atención y pro-
tección de las víctimas de la misma.
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plotarlo. Esta modificación se realizó sobre 
la base de la definición de trata de personas 
que estipula el Protocolo de Palermo.

Asimismo, la norma colombiana es-
tablece una estrategia contra la trata de 
personas, la cual debe fue adoptada por 
el Gobierno con apoyo e intervención del 
Comité Interinstitucional para la Lucha 
contra la Trata de Personas. Adicionalmen-
te, esta ley contempla estrategias y accio-
nes de prevención de la trata de personas, 
además de establecer acciones en materia 
de protección y asistencia a las víctimas de 
trata de personas, estableciendo también 
un fortalecimiento de acciones contra la 
trata de personas.

De otro lado, se implementa el Sistema 
Nacional de Información sobre la Trata de 
Personas, mecanismo que busca acopiar, 
procesar y analizar información estadística 
y académica referida al origen y caracte-
rísticas de la trata de personas, con la fi-
nalidad de que sean formuladas políticas 
concretas de lucha contra este y se puedan 
evaluar sus resultados.

Resulta importante destacar que esta 
la Ley 985 establece acciones para todos 
los momentos de comisión del delito de 
trata de personas, tanto ex ante (mediante 
en la prevención) como ex post (acciones 
de protección y asistencia a favor de las 
víctimas), lo que permite que el desarro-
llo de las medidas holísticas a que hubiere 
lugar.

3.2.	 Argentina

3.2.1.	Código Penal

En el Código Penal argentino la trata 
de personas es un delito encuentra tipifica-

do en los artículos 145 bis11 y 145 ter12, a 
partir de los cuales se impone una pena de 
prisión de entre 4 y 8 años.

Con relación a las conductas que con-
figuran trata de personas se señala única-
mente la condición «con fines de explota-
ción», a partir de la cual se entiende que 
incluye todo tipo de objeto con el cual se 
lleve a cabo la trata de personas, ya sea ex-
plotación laboral, sexual o de otra índole. 
La explotación, de acuerdo con el Dicciona-
rio panhispánico del español jurídico de la 
Real Academia Española, se define como 
el «[a]cto de aprovecharse injustamente 
de otro par su propio beneficio»13. En el 
marco del Código Penal argentino se esta-
blece, asimismo, que la conducta delictiva 
se reprimirá de manera independiente a la 
existencia de consentimiento por parte de 
la víctima.

Un aspecto interesante de la tipifica-
ción punitiva argentina es que la existencia 
de «engaño, fraude, violencia, amenaza o 
cualquier otro medio de intimidación o 
coerción, abuso de autoridad o de una si-
tuación de vulnerabilidad» constituye una 
agravante del delito. Adicionalmente, el 
Código argentino tienen como agravantes 
la condición de gestante de la víctima, la 
condición de discapacidad que esta pueda 
tener, la cantidad de agentes que interven-
gan en la comisión del delito, así como la 
relación de parentesco entre el culpable y la 

11	 Senado y Cámara de Diputados de la Nación 
Argentina. Código Penal de la Nación Argentina 
(1921). Artículo 145 bis, que tipifica el delito de 
trata de personas.

12	 Ibidem. Artículo 145 ter, que establece las agra-
vantes del delito de trata de personas.

13	 Enlace en línea: https://dpej.rae.es/lema/explota-
ci%C3%B3n.
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víctima, y la condición de servidor público 
del agente.

3.2.2.	Ley 2636414

Mediante esta norma se disponen re-
gulaciones dirigidas tanto a la prevención 
como a la sanción de la trata de personas, 
además de implementar un marco de asis-
tencia a favor de quienes vean menoscaba-
dos sus derechos por razón de este delito. 
La Ley 26364 contempla tanto la trata de 
personas en perjuicio de mayores como 
de menores de edad. Asimismo, establece 
que el consentimiento que pueda otorgar 
en alguna medida una víctima menor de 
edad no tiene ningún tipo de efecto desin-
criminador.

De manera adicional, la ley bajo co-
mento aclara que «las víctimas de la trata 
de personas no son punibles por la comi-
sión de cualquier delito que sea el resultado 
directo de haber sido objeto de trata». La 
eximente a favor de las víctimas implica, a 
su vez, que «tampoco les serán aplicables 
las sanciones o impedimentos estableci-
dos en la legislación migratoria cuando las 
infracciones sean consecuencia de la acti-
vidad desplegada durante la comisión del 
ilícito que las damnificara».

Resulta sumamente positivo que se es-
tablezca de manera específica la protección 
a las víctimas de trata de personas al impe-
dir que estas sean imputadas por los delitos 
que puedan cometer durante el tiempo en 
que se encuentran sujetas a explotación. 
Ello, sobre todo, considerando que, con 

14	 Senado y Cámara de Diputados de la Nación Ar-
gentina. Ley de prevención y sanción de la trata 
de personas y asistencia a sus víctimas. Argentina, 
2008.

frecuencia, las víctimas son obligadas a 
captar a otras víctimas que continuarían 
siendo explotadas dentro del mismo sis-
tema organizado en el cual se comete el 
delito.

La ley argentina también contiene dis-
posiciones específicas en lo que respecta a 
las prerrogativas de las víctimas, tales como 
«recibir información sobre sus derechos 
en un idioma que comprendan, y en for-
ma accesible a su edad y madurez; recibir 
alojamiento apropiado, manutención, ali-
mentación suficiente e higiene personal 
adecuada; contar con asistencia psicológi-
ca, médica y jurídica gratuitas». Esta enu-
meración de derechos no es exhaustiva.

3.3.	 Bolivia

3.3.1.	Código Penal

El código sustantivo boliviano tipifica 
el delito de trata de personas en su artícu-
lo 281 bis15, a partir de la cual se sanciona 
con una pena de diez a quince (15) años de 
prisión al agente que

[…] por cualquier medio de engaño, inti-
mación, abuso de poder, uso de la fuerza 
o cualquier forma de coacción, amenaza, 
abuso de situación de dependencia y vul-
nerabilidad de la víctima, la concesión o 
recepción de pagos por sí o por tercera 
persona, realice o indujere o favoreciere, 

15	 Poder Ejecutivo Boliviano. Decreto Supremo 
10426. Artículo 281 bis, mediante el cual se 
tipifica el delito de trata de personas, así como 
los fines por los cuales se lleva a cabo. Asimis-
mo, establece las agravantes respecto del delito, 
así como el aumento de la pena cuando este se 
cometa en perjuicio de víctimas en especial vul-
nerabilidad. Asimismo, establece que, en caso de 
la muerte de la víctima, la pena que se impondrá 
será la equivalente al delito de asesinato u homi-
cidio agravado.
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la captación, traslado, transporte, priva-
ción de libertad, acogida o recepción de 
personas dentro o fuera del territorio na-
cional.

Con respecto a las conductas que cons-
tituyen el núcleo penal de la trata de per-
sonas se señalan, de manera específica, las 
siguientes:

[…] la venta u otros actos de disposición 
del ser humano con o sin fines de lucro, 
la extracción, venta o disposición ilícita 
de fluidos o líquidos corporales, células 
órganos o tejidos humanos, la esclavitud 
o un estado análogo, la explotación la-
boral, trabajo forzoso o cualquier forma 
de servidumbre, así como la servidumbre 
costumbrista y la explotación sexual co-
mercial.

Adicionalmente, se detallan «el em-
barazo forzado, el turismo sexual, la guar-
da o adopción, la mendicidad forzada, el 
matrimonio servil, unión libre o de hecho 
servil, el reclutamiento de personas ara su 
participación en conflictos armados o sec-
tas Religiosas, además del empleo en acti-
vidades delictivas y la realización ilícita de 
investigaciones biomédicas».

Cabe advertir que el hecho de que, si 
bien es una lista amplia de posibles fina-
lidades con las que se puede cometer el 
delito de trata de personas, constituye un 
numerus clausus que, eventualmente, pue-
de generar impunidad en algún supuesto 
que no esté contemplado pero que cons-
tituya una finalidad del delito de trata de 
personas, sobre todo considerando las nue-
vas posibilidades en el marco de la internet 
y las nuevas tecnologías.

En cuanto a las circunstancias agravan-
tes, estas comprenden la relación de paren-
tesco que pueda existir entre la víctima y 

el agente, la condición de servidor público 
del agente, así como el uso de drogas, el 
estado de gestación de la víctimay la condi-
ción de discapacidad de la víctima.

3.3.2.	Ley 263, Ley Integral contra la 
Trata y Tráfico de Personas16

Mediante esta ley se dispone la consoli-
dación de medidas y mecanismos dirigido 
a prevenir, proteger, atender, perseguir y 
sancionar penalmente los delitos de tráfi-
co y trata de personas. Una de las medi-
das relevantes es disponer la instauración 
del Consejo Plurinacional contra la Trata y 
Tráfico de Personas.

El referido ente representa la máxima 
instancia en la tarea de formular, aprobar 
y ejecutar la Política Plurinacional de Lu-
cha contra la Trata y Tráfico de Personas. A 
través de la norma en comento se establece 
su organización en materia de división, fi-
nanciamiento, los ámbitos en los que actúa 
y las acciones que deberá tomar el Consejo 
Plurinacional en materia de mecanismos 
de protección, atención y reintegración de 
víctimas, además de las modificaciones al 
Código Penal para una mejor persecución 
penal de los delitos de trata y tráfico de 
personas.

3.4.	 Costa Rica

3.4.1.	Código Penal

En el Código Penal costarricense se ti-
pifica el delito en su artículo 17217, a partir 

16	 Asamblea Legislativa Plurinacional. Ley integral 
contra la trata y tráfico de personas – Ley 263 
(2012).

17	 Asamblea Legislativa de la República de Costa 
Rica. Código Penal – Ley No 4573 (1970), me-
diante la cual se tipifica el delito de trata de per-
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del cual se sanciona el delito con una pena 
de seis a diez años de prisión. La conducta 
típica sanciona a «quien promueva, facilite 
o favorezca la entrada o salida del país, o el 
desplazamiento dentro del territorio nacio-
nal, de personas de cualquier sexo».

Las finalidades específicas señaladas en 
el Código se refieren que el agente realice 
«uno o varios actos de prostitución o [some-
timiento] a explotación, servidumbre sexual 
o laboral, esclavitud o prácticas análogas a 
la esclavitud, trabajos o servicios forzados, 
matrimonio servil, mendicidad, extracción 
ilícita de órganos o adopción irregular».

Entre las agravantes que se detallan en 
el marco de la tipificación se incluyen la 
edad de la víctima; la existencia de engaño, 
violencia o cualquier medio de intimida-
ción o coacción; la relación de parentesco 
entre el agente y la victima; un aprovecha-
miento de la profesión del agente, así como 
el número de agentes que participan en la 
comisión del delito.

3.4.2.	Ley 9095, Ley contra la trata 
de personas y creación de la 
Coalición nacional contra el 
tráfico ilícito de migrantes y la 
trata de personas (CONATT)18

Mediante esta norma se establece el 
concepto de actividades conexas al delito 
de trata de personas, señalando que estas 
son «el embarazo forzado, la actividad de 

sonas, así como las agravantes de este, las cuales se 
refieren tanto a las condiciones de vulnerabilidad 
de la víctima como a la modalidad en que se co-
mete la conducta ilícita.

18	 Asamblea Legislativa de la República de Costa 
Rica. Ley contra la trata de personas y creación 
de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito 
de Migrantes y la Trata de Personas (CONATT). 
(2013).

transporte, el arrendamiento, la posesión 
o la administración de casas de habitación 
y locales con fines de trata de personas, la 
demanda por parte del cliente explotador 
de los servicios realizados por la víctima, 
así como otras actividades que se deriven 
directamente de la trata de personas».

Asimismo, dispone la creación de la 
Coalición Nacional contra el Tráfico Ilí-
cito de Migrantes y la Trata de Personas, 
entidad encargada de la implementación y 
seguimiento de las distintas estrategias que 
puedan incorporarse a las políticas públi-
cas sobre personas en condición de riesgo 
o vulnerabilidad. A efectos de cumplir con 
sus funciones, la Coalición Nacional debe 
coordinar con organizaciones de la socie-
dad civil, instituciones estatales y no esta-
tales, y organismos internacionales, para 
que, de acuerdo con sus competencias, 
puedan ofrecer tutela a las personas afecta-
das por el delito en cuestión.

Dentro de esta normativa también se 
desarrollan disposiciones referidas a la pri-
vacidad y protección de las víctimas de los 
delitos tanto de trata de personas como de 
tráfico ilícito de migrantes.

3.5.	 México

En el caso mexicano la normativa prin-
cipal aplicable es la llamada Ley general 
para prevenir, sancionar y erradicar los 
delitos en materia de trata de personas y 
para la protección y asistencia a las vícti-
mas de estos delitos19, en tanto que en Mé-

19	 Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos. Ley general para prevenir, sancionar y erra-
dicar los delitos en materia de trata de personas y 
para la protección y asistencia a las víctimas de estos 
delitos. México, 2012.
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xico existen 33 códigos penales (uno por 
cada entidad federativa) y el Código Penal 
Federal, cuyos artículos sobre la materia se 
encuentran actualmente derogados.

La norma citada establece las facul-
tades y competencias establecidas para 
determinadas entidades con respecto a la 
prevención, investigación, procesamiento, 
sanción y ejecución de las penas impuestas 
por la comisión de los delitos en materia 
de trata de personas. Además, se enumeran 
los principios que deben guiar la investiga-
ción, procesamiento e imposición de san-
ciones por el delito de trata de personas.

En lo que respecta a las conductas típicas, 
se tipifica de manera amplia «toda acción u 
omisión dolosa de una o varias personas para 
captar, enganchar, transportar, transferir, re-
tener, entregar, recibir o alojar a una o varias 
personas con fines de explotación». Adicio-
nalmente, se prevé el hecho de mantener a 
una persona en condición de siervo, así como 
obtener provecho de «la explotación de una 
o más personas a través de la prostitución, la 
pornografía, las exhibiciones públicas o pri-
vadas de orden sexual, el turismo sexual o 
cualquier otra actividad sexual remunerada» 
a través de mecanismos como

[…] el engaño, la violencia física o moral, 
el abuso de poder, el aprovechamiento 
de una situación de vulnerabilidad, daño 
grave o amenaza de daño grave; la ame-
naza de denunciarle ante autoridades res-
pecto a su situación migratoria en el país 
o cualquier otro abuso de la utilización de 
la ley o procedimientos legales, que pro-
voque que el sujeto pasivo se someta a las 
exigencias del activo.

De acuerdo con la ley mexicana sobre 
la materia, también se tipifica la explota-
ción laboral o el trabajo forzado.

Resulta interesante —en nuestra opi-
nión— la forma como se construye el tipo 
delictivo en México, dado que existe una 
tipificación por cada modalidad o finalidad 
perseguida por la trata de personas (lláme-
se explotación sexual, laboral u otras), cada 
una con sus determinadas penalidades, así 
como sus respectivas agravantes. Ello per-
mite un análisis y una tipificación más de-
tallada en cuanto a las modalidades en que 
se puede presentar el delito, sin ser cons-
tituir una lista cerrada o numerus clausus, 
como que puede observar en otras legisla-
ciones.

3.6.	 Perú

3.6.1.	Código Penal

En el código sustantivo peruano, este 
delito se tipifica en los artículos 129–A 
(modalidad simple) y 129–B (su moda-
lidad agravada). El núcleo del tipo penal 
comprende las siguientes acciones ilícitas: 
«captar, transportar, trasladar, acoger, reci-
bir o retener» a la víctima. La finalidad es 
someterla a múltiples tipos de explotación, 
ello «mediante violencia, amenaza u otras 
formas de coacción, privación de la liber-
tad, fraude, engaño, abuso de poder o de 
una situación de vulnerabilidad, concesión 
o recepción de pagos o de cualquier bene-
ficio»20.

La tipificación penal del artículo 129-

20	 Como fines de la trata, el artículo 129-A enu-
mera «la venta de niños, niñas o adolescentes, la 
prostitución y cualquier forma de explotación 
sexual, la esclavitud o prácticas análogas a la es-
clavitud, cualquier forma de explotación laboral, 
la mendicidad, los trabajos o servicios forzados, 
la servidumbre, la extracción o tráfico de órganos 
o tejidos somáticos o sus componentes humanos, 
así como cualquier otra forma análoga de explota-
ción». (El resaltado es nuestro).
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A del código peruano señala, expresamen-
te, que la trata se lleve a cabo «con fines 
de explotación», noción dentro de la cual 
podrían incluirse múltiples modalidades y 
finalidades; ello permite que otras conduc-
tas no queden impunes ni rezagadas ante 
los avances, por ejemplo, de la internet y 
las nuevas tecnologías de la comunicación.

Entre las circunstancias agravantes21, 
cabe señalar la edad de la víctima, la rea-
lización del delito mediante abuso de la 
función pública por parte del agente, así 
como la cantidad de agentes, el estado de 
gestación y la condición de discapacidad o 
incapacidad de la víctima.

3.6.2.	Ley 3025122, Ley 2895023 y De-
creto Supremo 001-2016-IN24

La legislación peruana cuenta con tres 
instrumentos legales que desarrollan el 
concepto de la trata de personas, además 
de sus definir sus agravantes y las sanciones 
que deberán ser impuestas tanto a los au-
tores inmediatos del delito como al agente 
que participe promoviendo, financiado o 
facilitando su comisión.

21	 Previstas en el artículo 129-B. Estas agravantes se 
diferencian por la severidad de la pena: 12 a 25 
años de prisión y 25 años de prisión a más.

22	 Congreso de la República (Perú). Ley N.o 30251. 
Ley que perfecciona la tipificación del delito de 
trata de personas. Perú, 2014.

23	 Congreso de la República (Perú). Ley N.o 28950. 
Ley contra la trata de personas y el tráfico ilícito 
de migrantes. Perú, 2007.

24	 Ministerio del Interior de la República del Perú. 
Decreto Supremo N.o 001-2016-IN. Decreto 
Supremo que aprueba el Reglamento de la Ley 
N.o 28950, Ley contra la Trata de Personas y el 
Tráfico Ilícito de Migrantes, y crea la Comisión 
Multisectorial de Naturaleza Permanente contra 
la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migran-
tes. Perú, 2016.

Es de destacar que corresponde al Es-
tado la promoción y ejecución de medidas 
de prevención de estos delitos, mediante 
estrategias como la investigación, capacita-
ción y difusión del delito de trata de per-
sonas y las medidas de lucha contra esta, 
siempre mediante un enfoque que tome 
como punto de partida los derechos hu-
manos y el principio de vulnerabilidad de 
las víctimas.

3.7.	 Chile

3.7.1.	Código Penal

El delito se encuentra tipificado en el 
artículo 411 quater del Código Penal chi-
leno25, que establece como pena la reclu-
sión mayor en cualquiera de sus grados. En 
particular, la conducta tipificada es captar, 
trasladar, acoger o recibir personas «me-
diante violencia, intimidación, coacción, 
engaño, abuso de poder, aprovechamiento 
de una situación de vulnerabilidad o de de-
pendencia de la víctima, o la concesión o 
recepción de pagos u otros beneficios para 
obtener el consentimiento de una persona 
que tenga autoridad sobre otra».

La finalidad que contempla dicha tipi-
ficación es que las víctimas de la trata «sean 
objeto de alguna forma de explotación se-
xual, incluyendo la pornografía, trabajos o 
servicios forzados, servidumbre o esclavitud 
o prácticas análogas a esta, o extracción de 
órganos». Resulta interesante que no solo 
se contemple todo tipo de coacción o en-
gaño sobre la víctima, sino también que la 
trata genere algún beneficio para la persona 

25	 Congreso Nacional de Chile. Código Penal 
(1874). Artículo 411 quater, que tipifica el delito 
de trata de personas y establece nociones particu-
lares con respecto a las víctimas menores de edad.
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que tenga autoridad sobre la víctima. En ese 
sentido, lo idóneo sería que se contemple 
también una pena para aquella persona que, 
buscando obtener un beneficio específico, 
otorgue consentimiento para que una per-
sona a su cargo sea sometida a explotación; 
para ello, debería establecerse si tuvieron 
responsabilidad en calidad de cómplices o 
partícipes del delito de trata de personas o si 
hubo, además, concurso de delitos.

3.7.2.	Ley 2050726

Mediante la norma del encabezado se 
modifica el Código Penal chileno en el ex-
tremo de incluir la tipificación de los deli-
tos de tráfico ilícito de migrantes y trata de 
personas, además de establecer disposicio-
nes para su prevención y para una persecu-
ción criminal más operativa.

De manera específica, se tipifica el de-
lito de trata de migrantes y se sanciona a 
quien, haciendo uso de «violencia, intimi-
dación, coacción, engaño, abuso de poder, 
aprovechamiento de una situación de vul-
nerabilidad o de dependencia de la vícti-
ma, o la concesión o recepción de pagos u 
otros beneficios obtiene el consentimiento 
de una persona que tenga autoridad sobre 
otra» para los fines de la trata de personas. 
Entre tales fines, se tiene que las víctimas 
«sean objeto de alguna forma de explo-
tación sexual, incluyendo la pornografía, 
trabajos o servicios forzados, servidumbre 
o esclavitud o prácticas análogas a esta, o 
extracción de órganos».

26	 Ministerio del Interior y Seguridad Pública de 
Chile. Subsecretaría del Interior. Ley 20507. 
Tipifica los delitos de tráfico ilícito de migran-
tes y trata de personas y establece normas para su 
prevención y más efectiva persecución criminal. 
(Chile, 2011).

3.8.	 El Salvador

En lo que respecta a la legislación salva-
doreña, contamos con el Decreto 824, Ley 
especial contra la trata de personas27, me-
diante la cual se busca «la detección, pre-
vención, persecución y sanción del delito 
de trata de personas, así como la atención, 
protección y restitución integrales de los 
derechos de las víctimas, personas depen-
dientes o responsables procurando los me-
canismos que posibiliten este propósito».

La ley salvadoreña tipifica la entrega, 
captación, transporte, traslado, recepción 
o acojo de personas, así como la facilita-
ción, promoción o favorecimiento de di-
chos actos a efectos de ejecutar o permitir 
que otros realicen cualquier actividad de 
explotación humana. Se prevé una pena 
de 10 a 14 años de prisión. Cabe agregar 
que la citada norma derogó la tipificación 
del delito de trata de personas antes con-
templado en el Código Penal salvadoreño 
en los artículos 367–B y 3670–C de dicha 
normativa.

Se estipulan en el Decreto 824, como 
modalidades de explotación humana,

[…] la servidumbre, la explotación se-
xual, la explotación sexual comercial en 
el sector del turismo, el trabajo forzado, 
la esclavitud, la mendicidad forzada, el 
embarazo forzado, el matrimonio o la 
unión forzada, la adopción fraudulenta, 
el tráfico ilegal de órganos, tejidos fluidos, 
células o embriones humanos, la experi-
mentación clínica o farmacológica y el 
comercio de material pornográfico.

27	 Asamblea Legislativa de la República de El Salva-
dor. Decreto N.o 824 – Ley especial contra la trata 
de personas. El Salvador, 2014.
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De otro lado, mediante esta ley se crea 
el Consejo Nacional contra la Trata de Per-
sonas, organismo que tiene como funcio-
nes las siguientes: formular, dar seguimien-
to, coordinar y evaluar la Política Nacional 
contra la Trata de Personas, así como con-
tribuir a la elaboración e impulso del res-
pectivo Plan Nacional de Acción.

Adicionalmente, se establecen medidas 
para la prevención, atención y protección 
integrales a las víctimas, con particular én-
fasis en el acceso efectivo a la justicia y el 
trato justo a favor de las víctimas.

3.9. 	 España

En la experiencia española se tiene que 
la trata de personas se encuentra tipifica-
da como delito en el artículo 177 bis28 del 
Código Penal, a partir del cual se establece 
una pena de entre 5 y 8 años de prisión. 
La conducta típica es captar, transportar, 
trasladar, acoger, o recibir a la víctima «em-
pleando violencia, intimidación o engaño, 
o abusando de una situación de superio-
ridad o de necesidad o de vulnerabilidad 
de la víctima nacional o extranjera, o me-
diante la entrega o recepción de pagos o 
beneficios para lograr el consentimiento de 
la persona que poseyera el control sobre la 
víctima».

Las finalidades de la trata que se enu-
meran en la normativa española son «la im-
posición de trabajo o de servicios forzados, 
la esclavitud o prácticas similares a la escla-
vitud, a la servidumbre o a la mendicidad, 
la explotación sexual, la explotación para 
realizar actividades delictivas, la extracción 

28	 Jefatura del Estado español. Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
España, 1995.

de sus órganos corporales e incluso la ce-
lebración de matrimonios forzados». Con-
vendría preguntarse si esta enumeración es 
numerus clausus.

Entre las agravantes, se incluyen las 
siguientes circunstancias: «el que se haya 
puesto en peligro la vida o la integridad 
física o psíquica de las personas objeto del 
delito y que la víctima sea especialmente 
vulnerable por razón de enfermedad, es-
tado gestacional, discapacidad o situación 
personal, o sea menor de edad».

4.	 Análisis comparativo de las 
distintas legislaciones lati-
noamericanas y la regulación 
española

En primer lugar, puede señalarse, como 
un punto en común en las legislaciones co-
mentadas, que la conducta típica se acota 
con los verbos nucleares captar, transportar, 
trasladar, acoger o recibir a un individuo o 
grupo de individuos con una finalidad de 
explotación. La diferencia más saltante, en 
esa línea, serían las modalidades o los tipos 
de explotación, así como las finalidades por 
las cuales se llevan a cabo dichas conductas 
típicas, siendo que en algunas normativas 
se estipula una lista cerrada de finalidades 
u objetos —más o menos amplia, depen-
diendo del país— mientras que en otras 
experiencias se introduce una cláusula que 
permite ampliar los supuestos de explota-
ción o finalidades del delito bajo comento.

Adicionalmente, las regulaciones estu-
diadas difieren en cuanto a las circunstan-
cias agravantes del delito. En efecto, la ma-
yoría de ellas se encuentran relacionadas 
sea con el sujeto activo (como, por ejem-
plo, cuando existe una relación de paren-
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tesco entre el agente y la víctima, o cuando 
el agente es servidor público), sea con el 
sujeto pasivo (estado de gestación, condi-
ción de discapacidad de la víctima, edad, 
vulnerabilidad de la misma, etcétera).

Otro aspecto que diferencia a las nor-
mativas es que, en algunos países, existen 
leyes particulares que crean sistemas o 
comités específicamente destinados a la 
prevención y sanción del delito de trata 
de personas, estableciéndose acciones de 
coordinación y articulación entre las en-
tidades involucradas en la lucha contra la 
trata de personas. Dichas acciones están 
dirigidas tanto a la prevención y a la san-
ción del ilícito como a la atención en sa-
lud, y la asistencia legal, psicológica o de 
otra índole que sea eventualmente necesa-
ria, en aras de que tanto las víctimas como 
sus familiares puedan ver restablecidos sus 
derechos.

En esa misma línea de contraste, en 
algunos países la tipificación del delito se 
realiza en el código penal, mientras que 
en otras regulaciones se efectúa mediante 
una ley general más o menos independien-
te del código sustantivo de la materia. A 
ese respecto, podría considerarse que el 
tratamiento legislativo en una norma inde-
pendiente permitiría una tipificación más 
amplia y detallada, además de poder con-
templar acciones de prevención del delito y 
atención a las víctimas de la trata de perso-
nas. Por el contrario, una mera tipificación 
en el código punitivo podría resultar más 
restrictiva, a la vez que podría también ser 
un obstáculo para que determinados su-
puestos o modalidades sean debidamente 
sancionados, al no estar comprendidos en 
la tipificación de un código punitivo. Ello 
debido a la «no analogía» y el principio de 

legalidad que obra en los cimientos del de-
recho penal moderno29.

5. 	 Estándares para la elabora-
ción de estrategias en mate-
ria de lucha contra la trata de 
personas

El Manual para la lucha contra la tra-
ta de personas formulado por la Oficina 
contra la Droga y el Delito de las Nacio-
nes Unidas30 demarca los parámetros para 
el diseño de estrategias de lucha contra la 
trata de personas y recomienda que, en esa 
tarea, se evalúen tanto el contexto fáctico 
como el marco jurídico vigente de cada 
país al momento de elaborar dichas medi-
das. Adicionalmente, la Oficina propone 
que se tomen en cuenta los planes de ac-
ción y estrategias que hayan implementado 
otras naciones de la región. Debe procurar-
se, también, que sean múltiples las institu-
ciones que intervengan en el diagnóstico y 
la respuesta frente al delito, dentro de un 
marco coordinado entre sí. Resulta rele-
vante, asimismo, la capacidad que tengan 
los agentes encargados para poder aplicar 
las medidas que se estén diseñando, puesto 
que, sin esa importante fase de ejecución, 
tales estrategias no se traducirán en resul-
tados positivos en la lucha contra la trata 
de personas.

Sin embargo, no puede dejar de seña-
larse que la regulación por sí misma no es 
suficiente para alcanzar el objetivo de re-
ducir la cantidad de víctimas de la trata 

29	 No obstante, este precepto viene siendo ardua-
mente discutido en la doctrina contemporánea y 
será materia de una próxima investigación.

30	 Oficina contra la Droga y el Delito de las Nacio-
nes Unidas. Manual para la lucha contra la trata 
de personas. Nueva York, 2007.
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de personas, sino que además resulta ne-
cesario capacitar a todos los agentes que, 
de una u otra manera, forman parte de las 
fases de investigación y sanción del referi-
do delito, a fin de que puedan obtener los 
conocimientos necesarios. Ello a efectos de 
aplicar la perspectiva de derechos huma-
nos en el marco de los procesos en los que 
intervienen y se puedan reparar las serias 
vulneraciones en perjuicio de las víctimas 
sobre sus derechos.

Como un aspecto adicional que de-
manda ser tratado, es importante referir-
se a la prevención de la trata de personas. 
En el cumplimiento de ese imperativo, 
los Estados deben diseñar e implementar 
políticas públicas dirigidas a combatir el 
delito de trata de personas. El referido di-
seño e implementación debe buscar atajar 
los principales factores que determinan 
el riesgo de que más personas sean vícti-
mas del delito de trata de personas. Así, la 
UNODC, en su Reporte global sobre trata 
de personas emitido en 2020, ha destacado 
la calidad de migrante irregular, las necesi-
dades económicas, los precedentes de con-
flictos familiares (sobre todo los que recaen 
en niños, niñas y adolescentes), así como el 
hecho de que se exista dependencia afecti-
va entre la víctima y el agente del delito31.

6. 	 Retos pendientes en la lucha 
contra la trata de personas

La Organización de las Naciones Uni-
das (ONU) ha precisado que la globaliza-
ción en el uso de la tecnología, afianzada 
por la pandemia de la covid y la migración 

31	 United Nations Office on Drugs and Crime. Glo-
bal Report on Trafficking in Persons 2020. Nueva 
York, 2020.

de las actividades cotidianas (como traba-
jo y educación) a las plataformas en línea 
fomentan un avance del delito de trata de 
personas a través del ciberespacio. Como lo 
ha señalado la ONU, mediante dicha pla-
taforma, los traficantes adquieren «nuevas 
herramientas para reclutar, explotar y con-
trolar a las víctimas; organizar su transpor-
te y alojamiento; publicitar a las víctimas y 
llegar a clientes potenciales; proporcionar 
vías de comunicación entre los perpetrado-
res; y ocultar ganancias criminales con ma-
yor rapidez, rentabilidad y anonimato»32.

En ese sentido, los Estados tienen aún 
ante sí el serio reto de luchar contra la trata 
de personas partiendo de la perspectiva de 
derechos humanos, sobre todo cuando las 
víctimas se encuentran en condición de vul-
nerabilidad, contexto en el que actualmente 
el delito viene agudizando. Asimismo, los 
Estados se enfrentan al reto que represen-
tan tanto la internet como las plataformas 
digitales, herramientas que, si bien pueden 
facilitar a los tratantes de personas el pro-
ceso de captar a sus posteriores víctimas, 
también podrían ser aprovechadas por los 
Estados para identificar tanto a los trafican-
tes como el modus operandi que aplican en 
la comisión del delito. Este compromiso 
únicamente se logrará si los Estados aplican 
estrategias correctamente elaboradas, enca-
minadas en sentido transversal y con aten-
ción al enfoque de derechos humanos.

7. 	 Resultados de la investigación

Aplicando el método comparativo a un 
conjunto de legislaciones penales de Lati-

32	 Organización de las Naciones Unidas. Uso y abuso 
de la tecnología, 1 de enero del 2023. https://www.
un.org/es/observances/end-human-trafficking-day.
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noamérica y de España desde un enfoque 
cuantitativo, se puede evidenciar que, tal 
y como se encuentran en la actualidad, 
algunas de las legislaciones prescriben un 
numerus clausus respecto a las conductas 
tipificadas como delito de trata de perso-
nas. Esto permitiría que algunos compor-
tamientos ilícitos, (en especial aquellos que 
se llevan a cabo mediante las nuevas tecno-
logías) queden impunes, al estar enumera-
das solo determinadas modalidades o con-
ductas que constituirían el delito de trata 
de personas. En esa línea, resulta necesario 
que dichas normativas sean modificadas en 
favor de una perspectiva de numerus aper-
tus, a fin de que los nuevos modus operandi 
y las nuevas modalidades no queden impu-
nes ni sean subsumidas en delitos meno-
res. Así, las tipificaciones responderán a los 
nuevos retos en lo que al delito de trata de 
personas se refiere.

Asimismo, del examen del marco jurí-
dico efectuado en este trabajo, se evidencia 
la necesidad de que las normativas se sigan 
perfeccionando para que no queden úni-
camente centradas en la sanción del delito 
(sea a quienes participan como autores, sea 
a quienes intervengan como instigadores o 
a quienes tengan la calidad de facilitadores), 
sino que también se consideren estrategias 
de prevención del delito. A ello deben coad-
yuvar programas completos (holísticos) que 
exijan la intervención de las entidades de 
todos los niveles del Estado, sin descuidar, 
por supuesto, las reparaciones a que tengan 
derecho las víctimas y su entorno familiar, y 
la asistencia indispensable para remediar los 
efectos físicos o psicológicos que la trata de 
personas suele implicar.

Bajo esos supuestos, e incorporando la 
protección de los derechos humanos como 

eje fundamental, las diversas tipificaciones 
del delito de trata de personas podrán res-
ponder de manera efectiva al enfoque de 
derechos humanos que debe incluirse en el 
marco de la lucha contra la trata de per-
sonas, entendida no solo como un delito 
sino también como una grave violación a 
las víctimas en todas sus dimensiones.

8. 	 Conclusiones

1.	 Las regulaciones estatales en materia de 
lucha contra la trata de personas deben 
ser reevaluadas en tanto que han surgi-
do nuevos factores que influyen respec-
to a la comisión del delito, tales como 
la globalización, la internet y las plata-
formas digitales. Todas esas medidas y 
estrategias deben tener como centro el 
objetivo de proteger los derechos hu-
manos de las víctimas.

2.	 Cuando los Estados respondan me-
diante medidas o estrategias diversas 
al delito de trata de personas, deben 
aplicar prioritariamente la perspectiva 
de derechos humanos, puesto que la 
trata de personas, más que representar 
un delito como cualquier otro, consti-
tuye una seria violación de múltiples 
derechos en perjuicio de las víctimas de 
trata de personas.

3. 	Los estados tienen el perenne reto de 
luchar contra la trata de personas des-
de un enfoque de derechos humanos, 
sobre todo en lo referido a las víctimas 
que pertenezcan a grupos particular-
mente vulnerables.

4. 	Las legislaciones de diversos países lati-
noamericanos y de España se asemejan 
en el sentido de la forma en que cada 
uno de ellos tipifica el delito de trata 
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de personas, al estipular la conducta tí-
pica con verbos nucleares como captar, 
transportar, trasladar, acoger, recibir u 
otros a un individuo o grupo de indivi-
duos con una finalidad de explotación.

5.	 Las legislaciones analizadas en la presen-
te investigación se diferencian respecto 
a la forma en que regulan las conductas 
de aprovechamiento, que representan 
modalidades diversas del delito trata de 
personas. Se distinguen, asimismo, de 
acuerdo con las finalidades con que se 
llevan a cabo las conductas típicas.

6.	 Las legislaciones ostentan diferencias 
en lo relativo a las circunstancias agra-
vantes del delito, siendo que muchas 
de ellas se refieren tanto al sujeto acti-
vo como al sujeto pasivo. Asimismo, se 
diferencian según los distintos instru-
mentos legales que tipifican el delito de 
trata de personas (en algunos casos, lo 
hacen solo en el código penal; en otros, 
mediante leyes particulares, y, en algu-
nos casos, mediante ambos instrumen-
tos).

7.	 Las legislaciones difieren en el sentido 
de que algunas cuentan con leyes par-
ticulares que crean sistemas o comités 
específicamente destinados a la preven-
ción y sanción de la trata de personas, a 
la vez que establecen acciones de coor-
dinación y articulación entre las entida-
des que cooperan con la lucha contra el 
delito de trata de personas.
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